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I. RESUMEN
1. El 25 de octubre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (en adelante, “peticionarios”), en la que se alega la responsabilidad internacional de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante el “Estado mexicano”, “México” o el “Estado”) por diversas violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en agravio de la población indígena cho’l, residentes en la zona norte del Estado de Chiapas. Específicamente denuncian la desaparición forzada de Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán y la ejecución extrajudicial de Héctor Pérez Torres, Rogelio Jiménez López, Sebastián Pérez López, Domingo Vásquez Avendaño, Nicolás Mayo Gutiérrez y Miguel Gutiérrez Peñate, todos indígenas pertenecientes al pueblo indígena cho’l, en virtud de lo cual argumentan que el Estado habría violado los derechos consagrados en los artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos), 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno), 4 (derecho a la vida), 5 (integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), y 25 (protección judicial) de la Convención Americana; de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “Convención contra la Tortura”) y el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en adelante, “Convención sobre Desaparición Forzada”). Asimismo, alegan que en los casos de Mateo Arco Guzmán, Rogelio Jiménez López, Miguel Gutiérrez Peñate y Nicolás Mayo Gutiérrez, “así como de al menos 3,618 personas desplazadas de manera forzada en la Zona Norte, de un total de 11,988 personas en todo el estado de Chiapas
”, el Estado mexicano habría violado los artículos 1.1, 11 (protección de la honra y de la dignidad), 19 (derechos del niño), 21 (derecho a la propiedad), 22 (circulación y residencia) y 24 (derecho a la igualdad ante la ley) de la Convención Americana.
2. Los peticionarios alegan que los hechos denunciados habrían sido cometidos como consecuencia de una política contrainsurgente implementada entre 1995 y 1999 en Chiapas y perpetrada con la aquiescencia y colaboración del Estado, por un grupo presuntamente paramilitar. Argumentan que no se habría sancionado a todos los autores materiales e intelectuales de los hechos denunciados y que, en materia de agotamiento de recursos de jurisdicción interna proceden las excepciones contempladas en el artículo 46.2, incisos b y c, de la Convención.
3. El Estado, por su parte, sostiene que los hechos denunciados en la petición fueron cometidos por miembros del grupo “Desarrollo, Paz y Justicia”, el cual enfatiza no tendría naturaleza paramilitar, sino que habría surgido como reacción a un conflicto de larga data por el control de los ejidos indígenas en el norte del Estado de Chiapas. En cuanto a la admisibilidad de la petición, afirma que, al momento de su presentación, no se habían agotado los recursos de la jurisdicción interna, que la petición no caracteriza una violación de derechos humanos porque no participaron agentes estatales en los hechos denunciados y agrega que ha cumplido con investigar y sancionar a los responsables de los mismos. En consecuencia, solicita que la petición sea declarada inadmisible por no cumplir los requisitos de los artículos 46.1.a y 47.b y c de la Convención Americana.
4. Sin prejuzgar sobre el asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar admisible la petición a efectos del examen sobre la presunta violación de los siguientes artículos: 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y el artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán, presuntas víctimas desaparecidas; el artículo 4 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, Rogelio Jiménez López, Sebastián Pérez López, Domingo Vásquez Avendaño, Nicolás Mayo Gutiérrez y Miguel Gutiérrez, presuntas víctimas ejecutadas; los artículos 5 y 7 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, presunta víctima ejecutada; los artículos 5 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento, los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres, presunta víctima de violencia sexual; el artículo 19 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio del niño Miguel Gutiérrez Peñate, presunta víctima ejecutada; los artículos 5, 8, y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, así como el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de los familiares de todas las presuntas víctimas. Declarar también admisible los artículos 2, 21, 22, 24 de la Convención Americana. La Comisión decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II. 
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. El 25 de octubre de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 1121-04. El 12 de enero de 2005 transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que presentara su respuesta en el plazo de dos meses, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 de su Reglamento. Tras una solicitud de prórroga, la respuesta del Estado fue recibida el 14 de abril de 2005, la cual fue transmitida a los peticionarios.

6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 15 de diciembre de 2004, 6 de septiembre de 2005, 5 de julio de 2007, 18 de julio de 2007, 19 de octubre de 2007, 7 de octubre de 2008, 23 de diciembre de 2008, 18 de mayo de 2009, 6 de noviembre de 2009 y 14 de julio de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Asimismo, el Estado presentó información adicional en las siguientes fechas: 6 de julio de 2007, 30 de agosto de 2007, 28 de septiembre de 2007, 10 de octubre de 2007, 4 de septiembre de 2008, 13 de marzo de 2009, 15 de julio de 2009, 5 de marzo de 2010 y 26 de octubre de 2010. Tales comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

8. El 18 de julio de 2007, durante el 128( período ordinario de sesiones de la CIDH se realizó una audiencia pública
, en la cual ambas partes presentaron alegatos relativos a la admisibilidad de la petición.

· Medida cautelar 1016-04
9. El 29 de octubre de 2004, con base en una solicitud presentada por el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas junto con la petición 1121-04, la CIDH solicitó al Estado de México la adopción de medidas cautelares para proteger la vida e integridad personal de cinco miembros de comunidades desplazadas de la zona norte de Chiapas; y de Armando Díaz López y su familia, ex miembro de la agrupación “Paz y Justicia” que estaría colaborando con la Procuraduría General de la República desde 1999; en razón de que eran según lo alegado, objeto de hostigamientos y amenazas por parte de miembros del grupo “Paz y Justicia”
. El 17 de noviembre de 2004 México informó sobre las acciones adoptadas y continuó presentando información en forma periódica.

II.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Los peticionarios

10. Los peticionarios alegan la desaparición forzada de Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán y la ejecución extrajudicial de Héctor Pérez Torres, Rogelio Jiménez López, Sebastián Pérez López, Domingo Vásquez Avendaño, Nicolás Mayo Gutiérrez y Miguel Gutiérrez Peñate, todos indígenas pertenecientes al pueblo cho’l, hechos que habrían sido cometidos en el Estado de Chiapas, entre julio de 1995 y agosto de 1997, presuntamente por miembros de un grupo paramilitar denominado “Paz y Justicia”. Sostienen que, a pesar de haber denunciado los hechos, las investigaciones iniciadas habrían excedido el plazo razonable, sin que se sancione a los autores materiales e intelectuales, ni se repare a los familiares de las presuntas víctimas.
11. Afirman que los hechos denunciados forman parte de un patrón de violación de derechos humanos surgido de la estrategia contrainsurgente implementada entre 1995 y 1999 para hacer frente a la insurgencia del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (en adelante, “EZLN”). Sostienen que se habrían formado grupos paramilitares integrados por militantes del Partido Revolucionario Institucional (en adelante, “PRI”); adiestrados y apoyados por las fuerzas militares, y que habrían actuado en forma conjunta con el Ejército Federal y la Policía, para desplazar a la población y destruir las supuestas bases de apoyo al EZLN. Aducen que, como consecuencia de lo anterior, se habría producido la militarización y paramilitarización de territorios de ejidos indígenas, los cuales habrían sido ocupados de manera ilegal en algunos casos y en otros, habrían sido expropiados a favor de la Secretaría de la Defensa Nacional de manera posterior a la ocupación.
12. Alegan que esta estrategia contrainsurgente, estaría contenida en un documento oficial denominado “Plan de Campaña Chiapas 94”, presuntamente fechado en la Secretaría de la Defensa Nacional en octubre de 1994 y que se hizo público en enero de 1998. Con base en dicho documento, sostienen que fue creado en 1995 el grupo “Paz y Justicia”. Señalan que la vinculación de “Paz y Justicia” con las autoridades estatales se comprobaría con testimonios de sus ex miembros ante diversas autoridades fiscales. Agregan que, en agosto de 2009, fueron desclasificados documentos de la Agencia de Inteligencia de la Defensa de los Estados Unidos de América, los cuales darían cuenta del alegado papel del Estado mexicano en el entrenamiento y apoyo a grupos paramilitares en el Estado de Chiapas.

13. Señalan que, en concreto, las acciones de la agrupación “Paz y Justicia” se habrían realizado en los municipios de Tila, Tumbalá, Sabanilla, Yajalón y Salto de Agua, compuestos mayoritariamente por indígenas ch’ol. Afirman que, entre 1995 y 2004, el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas habría registrado 85 ejecuciones extrajudiciales y 37 desapariciones forzadas presuntamente perpetradas por miembros de la referida agrupación. Indican que sus acciones habrían generado el desplazamiento, entre 1995 y 2000, de más de 10.000 personas, quienes al momento de la petición se encontrarían en condiciones de hacinamiento; sin servicios de agua potable, energía eléctrica, atención a su salud y educación. 
14. En este contexto, los peticionarios identifican a las ocho presuntas víctimas, pertenecientes al pueblo indígena ch’ol y afirman que los hechos respecto de ellas habrían ocurrido en comunidades ubicadas en el Municipio de Tila, norte de Estado de Chiapas. Indican en cada caso la fecha, lugar y descripción de los hechos; los miembros de la agrupación “Paz y Justicia” que los habrían perpetrado; las personas que habrían presenciado estos hechos; y las denuncias interpuestas por los familiares de las presuntas víctimas y/o las investigaciones iniciadas. En resumen, los peticionarios refieren los siguientes hechos: (1) El 14 de julio de 1995 Héctor Pérez Torres habría sido bajado de un vehículo para ser interrogado, lo habrían golpeado en diferentes partes del cuerpo durante varias horas y llevado a la comunidad El Crucero donde le habrían disparado para luego lesionarlo con un machete, su cuerpo habría sido encontrado por agentes policiales; (2) el 4 de septiembre de 1995 Rogelio Jiménez López habría sido ejecutado cerca de la comunidad de Usipá -momentos antes de que miembros del grupo “Paz y Justicia” ingresen a dicha comunidad, generando el desplazamiento forzado de cerca de 95 familias- el cuerpo de Rogelio habría sido entregado por miembros de dicho grupo al Ministerio Público; (3) el 20 de junio de 1996 Minerva Guadalupe Torres Pérez habría sido llevada contra su voluntad a la comunidad Miguel Alemán, donde habría sido golpeada, desvestida, violada por al menos 50 hombres en varias ocasiones y herida con un machete, para finalmente darle un disparo en la espalda, su cuerpo habría sido descuartizado y escondido debajo de una piedra sin que hasta el momento haya sido encontrado; (4) el 20 de junio de 1996 Sebastián Pérez López habría recibido varios disparos de arma de fuego que le causaron la muerte, cuando se trasladaba junto con otras dos personas por la vereda de Masojá Yoxijá a Masojá Shucjá; (5) el 14 de abril de 1997 Domingo Vásquez Avendaño habría sido ejecutado cuando se trasladaba de Masojá Shucjá a Masojá Grande, donde se desempeñaba como profesor.

15. Asimismo, señalan que el 1( de agosto de 1997 el grupo “Paz y Justicia” habría realizado una incursión a las comunidades de Cruz Palenque y Aguascalientes. Según los peticionarios, en su ingreso a la primera comunidad, habrían ejecutado a (6) Nicolás Mayo Gutiérrez, originario de la comunidad Hidalgo Joshil, quien se encontraba visitando a su hermano. Momentos después, habrían detenido e interrogado a (7) Miguel Gutiérrez Peñate, de 15 años de edad, posteriormente lo habrían ejecutado en la vereda que conduce a la comunidad Aguascalientes. Al llegar a esta segunda comunidad, habrían obligado a salir de su casa a (8) Mateo Arcos Guzmán, le habrían cortado las venas de la muñeca y apuñalado en la espalda, luego lo habrían llevado rumbo a Masojá Chico, sin que hasta la fecha se conozca su paradero.

16. Afirman que las investigaciones criminales relativas a los hechos descritos se iniciaron; dos en 1995, dos en 1996 y cuatro en 1997. Agregan que tales averiguaciones previas han excedido el plazo razonable pues, transcurridos al menos seis años al momento de la presentación de la petición, no habían dado lugar a la “sanción de los responsables directos e indirectos que participaron en estos eventos”. Añaden que, para el año 2007, de las 85 ejecuciones y las 37 desapariciones registradas por el Centro Fray Bartolomé de Las Casas, cometidos por la agrupación “Paz y Justicia” entre los años 1994 y 1999, sólo existían dos causas penales abiertas en etapa de juicio en contra de los miembros del grupo “Paz y Justicia”, por los homicidios de seis personas, Domingo Vásquez Avendaño, Sebastián Pérez Pérez, Mateo Arcos Guzmán – estos tres primeros presuntas víctimas de la presente petición -  Romeo Pérez Pérez, Mateo Vásquez Sánchez y Mateo Hernández López. Es decir, que entre 1994 y 1999, de las ocho presuntas víctimas de la petición, sólo en tres casos existían investigaciones abiertas en etapa de juicio.  Por esto, alegan que los recursos internos no han sido eficaces porque no se ha sancionado a todos los responsables materiales, ni tampoco se han otorgado reparaciones a los familiares de las presuntas víctimas.
17. Alegan que no existe una investigación encaminada a juzgar y sancionar a los responsables intelectuales de armar, entrenar y financiar al grupo “Paz y Justicia”. Sostienen además que las averiguaciones previas iniciadas por los hechos materia de la petición, se realizan en el fuero común y como actos aislados. Afirman que los crímenes cometidos tienen una íntima conexión, “ya que todos fueron perpetrados, en un periodo específico (1995 - 1997), es decir posterior a la insurrección indígena de 1994 suscitada en el estado de Chiapas, [y fueron llevados a cabo] por la misma organización armada de naturaleza paramilitar denominada (Justicia y Paz(, que en la lógica de una estrategia militar de contrainsurgencia, tiene la misión de persuadir a la población civil que apoya a los insurgentes (…)”. 

18. Sobre el agotamiento de recursos internos, alegan que no se habrían realizado investigaciones adecuadas para la sanción de los responsables directos e indirectos y en todos los casos existe retardo injustificado en el esclarecimiento de los asesinatos y las desapariciones. 

19. En relación a las personas desaparecidas [Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán], expresan que sus familiares se vieron impedidos de interponer un recurso de amparo por su situación de indigencia y por temor. En cuanto a lo primero, sostienen que no podían costear los gastos que implicaban los trámites legales, ya que el recurso podía interponerse únicamente en Juzgados Federales, muy lejanos a sus lugares de origen, que son comunidades rurales marginadas y en situación de extrema pobreza. Respecto a lo segundo, señalan que la estrategia estatal para combatir la insurgencia en la región, propició un ambiente de temor generalizado, por lo que los familiares de las presuntas víctimas y los abogados consideraron que llevar adelante los casos podía poner en peligro su propia vida o la de sus familiares. Afirman que, con independencia de ello, el juicio de amparo no es un recurso efectivo, toda vez que la Ley de Amparo exige para su procedencia que se señale el lugar en que se encuentra el agraviado y la autoridad responsable, exigencias que sostienen son imposibles de cumplir en los casos de desaparición forzada. Por tales motivos, alegan que resultan aplicables las excepciones al agotamiento de recursos internos contenidas en el artículo 46.2, incisos b y c, de la Convención Americana. 

20. Por todo lo anterior, argumentan que el Estado es responsable de la violación de los artículos 1.1, 2, 4, 5, 7, 8, 11, 19, 21, 22, 24 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, afirman que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura; y del artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de las presuntas víctimas desaparecidas.

B. El Estado

21. El Estado de México no niega los hechos de violencia denunciados en la petición. No obstante, sostiene que fueron ejecutados por el grupo “Desarrollo, Paz y Justicia”, integrado por militantes del PRI y maestros pertenecientes a la organización “Solidaridad Campesino-Magisterial” (SOCAMA), quienes habrían actuado motivados por una disputa de larga data por el control de ejidos indígenas. Enfatiza que no se trata de un “grupo paramilitar”, sino de una organización social de filiación priísta que, entre los años 1995 y 1999, operó contra simpatizantes del EZLN y de la Diócesis de San Cristóbal de las Casas.

22. En particular, señala que la organización “Desarrollo, Paz y Justicia” se encuentra ubicada en la región de la selva del Estado de Chiapas, particularmente en los Municipios de Palenque, Salto de Agua, Sabanilla, Tila, Tumbalá y Yajalón; los cinco primeros poblados por indígenas cho’l y el último por indígenas tzeltales. Manifiesta que desde el siglo XIX se establecieron en estos municipios compañías madereras y a principios del siglo XX, se crearon fincas de producción cafetalera y ganadera. Señala que en los años 30 varias propiedades de la zona fueron expropiadas para la formación de ejidos que beneficiaran a indígenas que habían trabajado en las compañías como “peones acasillados”. Indica que, a pesar de ello, permaneció la tenencia de la tierra en manos de unos cuantos propietarios, lo que dio lugar a conflictos por el control de la tierra. Informa que, a partir de mediados de los 90, se incrementó la confrontación entre terratenientes e indígenas o campesinos, produciéndose una radicalización de las organizaciones sociales, la cual afirma adquirió forma en el levantamiento armado del Ejército Zapatista de Liberación Nacional de 1994. Agrega que, entre los años 70 y 90, fueron expropiadas varias de las fincas de la región cho’l, con lo cual aumentó significativamente el número de ejidatarios. 

23. Señala que, a principios de los 90, el conflicto territorial se centró en el control de los ejidos indígenas por grupos opositores con visiones de desarrollo distintas. Expresa que se encontraba, de un lado, la organización “Abuxu”, conformada por militantes del Partido de la Revolución Democrática, asesorada por la Diócesis de San Cristóbal de las Casas y presuntamente ligada al EZLN; y de otro lado, la organización “Desarrollo, Paz y Justicia” establecida el 5 de agosto de 1995 por militantes del PRI y “profesores del magisterio bilingüe ligados a una organización estatal” que formaban parte de SOCAMA. Indica que desde la creación de “Desarrollo, Paz y Justicia”, los ayuntamientos de Tila, Sabanilla, Tumbalá y Salto de Agua fueron presididos por militantes de ese grupo que ganaban las elecciones locales por medio del PRI, por lo que “existe la posibilidad de que por medio de cargos públicos hayan desviado recursos para financiar la organización”.

24. Afirma que, como consecuencia de las acciones de estos grupos, para el año 2000 “los saldos de la violencia estaban a la vista: varias iglesias católicas cerradas, desplazados internos tanto de Abuxu como de Paz y Justicia, una centena de personas asesinadas pertenecientes a ambas agrupaciones, conflictos agrarios entre indígenas y campesinos, duplicidad de autoridades, temor, miedo (…)”. Expresa que, en noviembre de 2004, cuando asumió el gobierno local un militante de la oposición al PRI, fue instaurado el Comisionado para la Reconciliación de Comunidades en Conflicto (CRCC). Agrega que, desde ese momento, la acción gubernamental estatal se centró en el diálogo y la negociación política, teniendo en cuenta que la situación responde a “un conflicto social que involucró a actores de diversa naturaleza que no contaron con los cauces institucionales y legales para dirimir sus diferencias y por ello echaron mano al recurso de la violencia“. Indica que tales espacios de diálogo hicieron posible la firma de diversos acuerdos comunitarios en virtud de los cuales se habría producido el retorno de los desplazados, la reapertura de los templos católicos, la reunificación de autoridades comunitarias y ejidales, y la solución de los conflictos agrarios. 

25. Añade que lo anterior ha sido acompañado de la aplicación de la ley a los dirigentes de la agrupación “Desarrollo, Paz y Justicia”
. Con relación a las investigaciones fiscales y procesos penales iniciados con base en los hechos alegados, el Estado indica respecto a cada caso lo siguiente:

Rogelio Jiménez López. El 5 de septiembre de 1995 se inició la averiguación previa 172/26/995 por el delito de homicidio, la cual fue agregada a la averiguación previa 350/41/995. La indagatoria de mérito se inició el 3 de noviembre de 2005 ante la Fiscalía General del Estado de Chiapas y el 13 de agosto de 2007 se consignó ante el Juzgado Segundo del Ramo Penal en Tuxtla Gutiérrez en contra de 16 personas, abriéndose el expediente penal 206/2007. El 26 de octubre de 2007 dicho Juzgado dispuso la devolución del expediente a la Fiscalía y se remitió luego a la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Relacionados con Servidores Públicos (en adelante, “FESP”), la cual se declaró incompetente el 21 de enero de 2008. Las investigaciones se remitieron posteriormente a la Fiscalía de Especializada en Procedimientos Penales. El 17 de marzo de 2010 se consignó la averiguación previa ante el Juzgado Segundo de lo Penal para la Atención de Delitos Graves de Tuxtla, el cual giró órdenes de aprehensión en contra de 16 personas, quienes se encuentran en libertad.

Héctor Pérez Torres. El 14 de julio de 1995 se inició la averiguación previa AL41/SJI/261/995. El 13 de marzo de 2007 el Ministerio Público ejerció la acción penal por el delito de homicidio calificado, en contra de siete personas, dando lugar al expediente penal 83/2007, radicado en el Juzgado Primero del Ramo Penal del Distrito Judicial de Tuxtla Gutiérrez. El Juzgado devolvió el expediente a la Fiscalía en dos ocasiones, por consignación inadecuada de la averiguación previa. Subsanado lo solicitado, se ejerció la acción penal el 29 de agosto de 2007.

Sebastián Pérez López. Mediante acuerdo de ejercicio de la acción penal del 30 de enero de 2003 se inició la averiguación previa UESP/017/2003-01, la cual dio lugar a la causa penal 18/2004 ante el Juzgado Primero del Ramo Penal del Distrito Judicial de Tuxtla Gutiérrez, por los delitos de homicidio calificado y delincuencia organizada. El 3 de mayo de 2004 el Juzgado libró órdenes de aprehensión en contra de 29 personas y el 14 de abril de 2005 la acusación fue ampliada en agravio de otras personas, girándose posteriormente la orden de aprehensión en contra de 43 personas. Se logró la aprehensión de cuatro personas, con relación a dos de los cuales aún no se dicta sentencia firme y en cuanto a los otros dos, se dictó sentencia absolutoria. Respecto de los restantes imputados, las órdenes de aprehensión se encuentran pendientes de ejecutar. 

Domingo Vásquez Avendaño. El 28 de abril de 1997 se abrió la averiguación previa 1968/CA-41/96. Al igual que en el caso anterior, por acuerdo del 30 de enero de 2003, se inició la averiguación previa UESP/017/2003-01 por los delitos de homicidio calificado y delincuencia organizada. El 14 de abril de 2005 se ejerció la acción penal, dando lugar a la causa 110/2005. El 15 de abril de 2005 el Juzgado Primero Ramo Penal del Distrito Judicial de Tuxtla Gutiérrez libró orden de aprehensión en contra de 49 personas. Se logró la aprehensión de cinco, contra las cuales se dictó sentencia definitiva el 28 de mayo de 2008 por el delito de homicidio calificado, condenándoseles a 31 años y 3 meses de prisión, y al pago de reparaciones. El proceso penal permanece en etapa de instrucción con relación a los 44 procesados restantes, respecto de los cuales existen órdenes de aprehensión pendientes de ejecutar.

Nicolás Mayo Gutiérrez. El 1( de agosto de 1997 se inició la averiguación previa AL91/037/SJI/997, consignada al Juzgado Mixto de 1( Instancia de Yajalón el 11 de septiembre de 1997. El autor material, Domingo Montejo Pinto, fue sentenciado y recluido en la cárcel de Yajalón, y obtuvo libertad en 2003. Derivado de las nuevas investigaciones aparecen otros probables responsables de esos hechos, por lo que el 21 de noviembre de 2005 se inició la averiguación previa FESP/098/2005-11 por la probable comisión del delito de homicidio, la cual fue consignada el 22 de agosto de 2007 en contra de siete personas. El 21 de septiembre de 2007 el Juez emitió órdenes de aprehensión en contra de estas personas. El proceso continúa en etapa de instrucción.

Miguel Gutiérrez Peñate. El 1( de agosto de 1997 se abrió la averiguación previa AL41/SJI/278/997. Derivado de la averiguación previa UESP/017/2003-01, el 21 de junio de 2007 el Ministerio Público ejerció la acción penal por homicidio calificado, en contra de 42 personas, dando lugar al expediente penal 229/2007. El 26 de junio de 2007 el Juez Tercero del Ramo Penal del Distrito Judicial de Tuxtla Gutiérrez dictó órdenes de aprehensión en contra de 42 personas, de las cuales cuatro fueron detenidas y se encuentran cumpliendo condena. De los restantes imputados, 19 promovieron un juicio de amparo que dejó sin efecto la orden de aprehensión y 19 tienen órdenes de aprehensión pendientes de ejecutar.

Minerva Guadalupe Torres Pérez. Se abrió la averiguación previa 1968/CA-41/96 por parte del Ministerio Público de Yajalón. El 21 de noviembre de 2005 la Fiscalía General de la República del Estado de Chiapas inició otra averiguación previa, radicada con el número FESP/095/2005-11 por la comisión del delito de homicidio. El 15 de agosto de 2006 se ejerció la acción penal por la probable comisión del delito de privación ilegal de la libertad en su modalidad de plagio o secuestro, violación y homicidio calificado, iniciándose en el Juzgado Tercero del Ramo Penal del Distrito Judicial de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas el expediente 234/2006. El 18 de agosto de 2006 se libró órdenes de aprehensión contra 49 personas y se logró la aprehensión de tres. De los restantes, 27 promovieron recursos de amparo contra las órdenes de aprehensión y 19 órdenes están pendientes de ejecutar.

Mateo Arcos Guzmán. El 3 de agosto de 1997 se abrió la averiguación previa Al41/SJI/279/997 ante el Ministerio Público de Yajalón por los delitos de privación ilegal de libertad y allanamiento de morada, ejercitándose la acción penal el 3 de enero de 1998 ante el Juez Mixto de 1( Instancia del Distrito Judicial de Yajalón. Posteriormente, los hechos fueron considerados en el marco de la mencionada averiguación previa UESP/017/2003-01, que dio lugar al proceso penal 18/2004, el cual se encuentra en trámite, según lo antes reseñado.

26. Respecto a los casos de las personas señaladas como desaparecidas, el Estado agrega que no se encontraron elementos que establezcan que fueron víctimas de desaparición forzada, por lo que se iniciaron y consignaron las investigaciones ante la autoridad judicial como delitos de homicidio.

27. Adicionalmente, con relación al juzgamiento de funcionarios públicos, el Estado señala que Carlos Torres López, ex presidente municipal de Tila fue detenido en octubre de 2002, por delitos de peculado y ejercicio indebido de funciones. Igualmente, afirma que “la Fiscalía General del Estado de Chiapas, al realizar las investigaciones de los homicidios y/o desapariciones señaladas, observó que el personal del Ministerio Público que tuvo a su cargo las mismas, fue negligente en su integración”, lo que dio lugar al inicio a la averiguación previa FESP/019/2005. Señala que, sin embargo, por los plazos de prescripción no fue posible ejercitar la acción penal.

28. En cuanto a la alegada existencia de un “Plan de Campaña Chiapas 94”, afirma que los peticionarios presentaron una copia simple que no contiene sellos o firmas, por lo que “no puede ser considerado como un documento probatorio de la existencia de grupos paramilitares”. Agrega además que el Estado mexicano desconoce su existencia y origen, y que “fue analizado por las autoridades investigadoras competentes, concluyendo que no existían grupos armados relacionados con las autoridades militares”. Con relación a los presuntos archivos desclasificados de la Agencia de Inteligencia de la Defensa de los Estados Unidos de América, el Estado cuestiona su “carácter oficial, veracidad y autenticidad”.

29. Con relación al agotamiento de los recursos internos, sostiene que, al momento de la presentación de la petición, no se habían agotado los recursos de la jurisdicción interna, toda vez que se encontraban pendientes algunos de los procesos penales instruidos en razón de los hechos denunciados. Afirma que no resulta aplicable la excepción de retardo injustificado por cuanto el asunto que se examina es de suma complejidad y no se han producido dilaciones excesivas en las diversas etapas del proceso. Solicita que “la CIDH tome en cuenta el avance de las investigaciones y los procesos judiciales para el esclarecimiento de los homicidios denunciados por los peticionarios y determine que los procesos internos no han sido agotados y, por el contrario están siendo atendidos eficazmente por las autoridades estatales”. De otro lado, menciona como recursos pendientes de agotar el “amparo directo y amparo indirecto, respecto de algunos procedimientos penales; y apelación, amparo directo y revisión, respecto a algunos de los procesos penales”. Añade que, en el ordenamiento jurídico mexicano, procede el recurso de amparo contra la integración o no integración de averiguaciones previas, el cual no fue intentado por los peticionarios.

30. En materia de caracterización, alega la inexistencia de violaciones a derechos convencionales, toda vez que afirma que ningún agente estatal “actuó de manera directa en la preparación o comisión de los hechos ilícitos que han investigado las autoridades ministeriales”. Sostiene que al no haber participación directa de agentes estatales en los hechos denunciados, y al haberse investigado y sancionado a los responsables de esos hechos, no es posible atribuir responsabilidad internacional al Estado de México. Por tales motivos, solicita que la petición sea declarada inadmisible al incumplir lo exigido por el artículo 46.1.a y 47, incisos b y c, de la Convención Americana.


III.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 
31. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto de quienes el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 
32. La Comisión posee competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

33. Por otra parte, la CIDH tiene competencia para pronunciarse sobre violaciones a derechos consagrados en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, por cuanto los hechos denunciados habrían ocurrido con posterioridad al 22 de junio de 1987, fecha en que México depositó el instrumento de ratificación del mencionado instrumento. Asimismo, la CIDH tiene competencia para analizar los alegatos de los peticionarios relativos a presuntas violaciones a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, ratificada por el Estado de México el 9 de abril de 2002, dado que el delito de desaparición forzada alegado sería considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima, conforme al artículo III de dicho instrumento. Igualmente, dado que el Estado de México ratificó la Convención de Belém do Pará el 12 de noviembre de 1998, la CIDH es competente para analizar el cumplimiento de las obligaciones de investigar, sancionar y reparar, contenidas en el artículo 7 de dicho instrumento, en virtud a los alegados actos de violencia sexual perpetrados en contra de Minerva Guadalupe Torres Pérez.
B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

34. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, lo solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. Adicionalmente, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

35. El Estado alegó que, al momento de presentarse la petición, existían procesos penales en trámite, los cuales están siendo atendidos eficazmente por las autoridades estatales. Afirmó además que no se ha producido un retardo injustificado en su consecución, toda vez que se trata de un asunto complejo y las autoridades a su cargo no han realizado dilaciones excesivas. Adicionalmente, señaló como recursos pendientes de agotar el “amparo directo y amparo indirecto, respecto de algunos procedimientos penales; y apelación, amparo directo y revisión, respecto a algunos de los procesos penales”. Al respecto, precisó que el ordenamiento interno faculta la procedencia del recurso de amparo contra la integración o no integración de averiguaciones previas, el cual no fue intentado por los peticionarios.

36. Por su parte, los peticionarios afirmaron que se habría incurrido en un retardo injustificado en las investigaciones fiscales y los procesos judiciales iniciados a consecuencia de los hechos materia de la petición y; que aún no habían sido identificados y sancionados todos los responsables materiales e intelectuales de los mismos, ni se había reparado a los familiares de las presuntas víctimas. Indicaron que los recursos mencionados por el Estado como pendientes de agotar no son idóneos, por cuanto se trata de recursos de carácter extraordinario cuyo fin es la revisión de una “decisión dictada por una autoridad administrativa o judicial dentro de un procedimiento ya iniciado”. Con relación a los recursos referidos a las dos personas presuntamente desaparecidas, afirmaron que se vieron imposibilitados de interponer el recurso de amparo, equivalente en la legislación mexicana al recurso de hábeas corpus, por su situación de indigencia y temor. Afirman que, con independencia de ello, el recurso de amparo no es efectivo, en tanto la Ley de Amparo exige para su procedencia que se indique el lugar en que se encuentra el agraviado y la autoridad responsable, lo cual es imposible de cumplir en los casos de desaparición forzada.
37. Respecto al primer asunto planteado por el Estado, corresponde indicar que la CIDH se pronuncia sobre este requisito convencional al momento de efectuar el análisis de admisibilidad y no al tiempo de la presentación de la denuncia
. Cabe notar que según el diseño de la Convención Americana, la Comisión toma su decisión sobre admisibilidad tras haber solicitado información pertinente al Estado, no antes, y que el Reglamento de la CIDH contempla otros posibles intercambios de información antes de tomar dicha decisión.
38. En el presente caso, la CIDH observa que, a consecuencia de las alegadas ejecuciones y desapariciones, se iniciaron entre julio de 1995 y agosto de 1997 averiguaciones previas por parte de las instancias fiscales correspondientes. No obstante, según la información al alcance de la Comisión, únicamente una de las indagatorias iniciadas en esa época culminó con la sanción de uno de los responsables materiales; mientras que las restantes averiguaciones previas permanecieron abiertas, sin que se conozcan las diligencias llevadas a cabo por las autoridades fiscales o judiciales con el fin de establecer las responsabilidades pertinentes. 

39. Además, la CIDH nota que, entre enero de 2003 y noviembre de 2005, el Estado inició nuevas investigaciones por los hechos denunciados en la petición. Sin embargo, la CIDH entiende que al momento de la elaboración del presente informe, tales investigaciones no han concluido en su totalidad. Si bien de la información obrante en el expediente ante la CIDH surge que en algunos de los procesos penales se ha emitido sentencia contra algunos de los procesados, en dichos procesos también hay personas sindicadas como probables responsables que a la fecha no han sido capturadas. En el caso de Domingo Vásquez Avendaño se ordenó la aprehensión en contra de 49 personas, de las cuales 5 se encuentran cumpliendo condena. En el caso de Miguel Gutiérrez Peñate, se dictó orden de aprehensión en contra de 42 personas de las cuales 4 se encuentran cumpliendo condena. Existen varios otros procesos que continúan siendo tramitados, sin que se hubiere dictado una resolución de carácter definitivo. Tal es el caso de las averiguaciones previas iniciadas con relación a la presunta ejecución de Rogelio Jiménez López, que fueron consignadas ante autoridad judicial el 17 de marzo de 2010, es decir, más de catorce años de producidos los hechos alegados, quedando por delante la tramitación de las diversas etapas pendientes del proceso penal. Aunado a lo anterior, se observa que existen múltiples órdenes de aprehensión que, habiendo sido emitidas hace al menos ocho años, aún no han sido ejecutadas.
40. Con relación al segundo planteamiento del Estado, la CIDH recuerda que, como es jurisprudencia constante de los órganos del Sistema Interamericano, en casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y otras graves violaciones de derechos humanos, los Estados tienen la obligación de realizar una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva. Si bien las víctimas o sus familiares deben tener posibilidades de participar y ser escuchados en el proceso, “la búsqueda efectiva de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de la víctima, o de sus familiares o de su aportación de elementos probatorios”
. En tal sentido, la Comisión considera que no es exigible la interposición de los recursos referidos por el Estado a los peticionarios o familiares de las presuntas víctimas a efectos de considerar admisible la petición. De otro lado, la CIDH observa que, según la información aportada hasta este punto, los procesos penales iniciados se han dirigido a determinar la responsabilidad de los autores materiales, y no es claro de qué modo los procesos hayan buscado establecer la responsabilidad de los autores intelectuales. 

41. En conclusión, la Comisión observa que, a más de 15 a 17 años de ocurridos los hechos alegados, aún están siendo realizados procesos penales a efectos de determinar responsabilidades materiales. Considera la CIDH que dicho lapso es lo suficientemente extenso como para aplicar la excepción al agotamiento de los recursos domésticos, de conformidad con lo establecido en el artículo 46.2.c. de la Convención.

42. Con relación al recurso de amparo al que refieren los peticionarios para el caso de las personas presuntamente desaparecidas, la CIDH entiende que el recurso de amparo de la libertad,  equivalente al hábeas corpus, es el recurso idóneo en el ordenamiento mexicano, al ser aplicado para dilucidar el paradero de una persona desaparecida. No obstante, la CIDH nota que, de conformidad con los artículos 17 y 117 de la Ley de Amparo, se exige para la interposición y prosecución de la demanda, la indicación del lugar en que se encuentre el agraviado, así como la autoridad que hubiese ordenado el acto reclamado y aquella que ejecute o trate de ejecutar tal acto. La Comisión considera, a efectos de la admisibilidad, que la imposibilidad de cumplir tales requisitos internos en el caso concreto, torna ineficaz dicho recurso para brindar la protección que eventualmente podría conferir en otras circunstancias
. Con base en las anteriores consideraciones, la Comisión Interamericana concluye que resulta aplicable la excepción del artículo 46.2.b de la Convención.
43. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2. Plazo para presentar la petición

44. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada. A su vez, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

45. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2, incisos b y c, de la Convención Americana. Teniendo en consideración la fecha en que sucedieron los presuntos hechos que motivaron la petición; que siguen pendientes una serie de investigaciones judiciales; así como el contexto y las características particulares de la petición, la CIDH concluye que la petición, recibida el 25 de octubre de 2004, fue presentada en un plazo razonable y, por tanto, considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.

3. Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada internacional

46. A los efectos de declarar admisible una petición, la Convención exige en su artículo 46.1.c, que la materia de la misma no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional y, en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. En el caso sub examen, la Comisión observa que las partes no han alegado la existencia de ninguna de estas causales de inadmisibilidad y que tampoco es posible deducirlas del expediente de la causa. Por lo tanto, la CIDH considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

47. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas. A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

48. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 

49. La Comisión Interamericana concluye que, de ser probados los alegatos de los peticionarios, podrían caracterizar las violaciones siguientes: 

i) Los artículos 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento; los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; y el artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas; en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán, presuntas víctimas desaparecidas;

ii) El artículo 4 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, Rogelio Jiménez López, Sebastián Pérez López, Domingo Vásquez Avendaño, Nicolás Mayo Gutiérrez y Miguel Gutiérrez, presuntas víctimas ejecutadas;

iii) Los artículos 5 y 7 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, presunta víctima ejecutada;

iv) Los artículos 5 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento, los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres, presunta víctima de violencia sexual;

v) El artículo 19 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio del niño Miguel Gutiérrez Peñate, presunta víctima ejecutada; 
vi) Los artículos 5, 8, y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, así como el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de los familiares de todas las presuntas víctimas.

vii) Asimismo, el artículo 2 de la Convención Americana en relación con las alegaciones sobre los requisitos exigidos por la Ley de Amparo respecto a denuncias por personas desaparecidas; los artículos 21 y 22 de la Convención America debido al alegado desplazamiento forzado de comunidades indígenas y; el artículo 24 de la Convención Americana respecto de las alegaciones sobre acceso a la justicia.

IV. CONCLUSIÓN

50. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de las normas e instrumentos individualizados en el apartado IV sobre “Caracterización de los hechos alegados” del presente informe 

51. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar admisible los artículos 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento; los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; y el artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas; en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres y Mateo Arco Guzmán, presuntas víctimas desaparecidas.

2. Declarar admisible el artículo 4 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, Rogelio Jiménez López, Sebastián Pérez López, Domingo Vásquez Avendaño, Nicolás Mayo Gutiérrez y Miguel Gutiérrez, presuntas víctimas ejecutadas.

3. Declarar admisible los artículos 5 y 7 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Héctor Pérez Torres, presunta víctima ejecutada.

4. Declarar admisible los artículos 5 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento, los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de Minerva Guadalupe Pérez Torres, presunta víctima de violencia sexual.

5. Declarar admisible el artículo 19 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio del niño Miguel Gutiérrez Peñate, presunta víctima ejecutada. 
6. Declarar admisible los artículos 5, 8, y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, así como el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de los familiares de todas las presuntas víctimas.

7. Declarar admisible los artículos 2, 21, 22, 24 de la Convención Americana.

8. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.

9. Continuar con su análisis de los méritos del caso.

10. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Nota de los peticionarios de fecha 3 de septiembre de 2005 recibido en la Secretaría Ejecutiva de la CIDH el 6 de septiembre de 2005. 


� En �HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/audiencias/hearings.aspx?lang=es&session=15"�CIDH, Audio y video de Audiencia Pública “Petición 1121/04 – Rogelio Jiménez López y otros, México”, 128( periodo ordinario de sesiones, 18 de julio de 2007.�


� El 29 de octubre de 2004 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor del testigo Armando Díaz López y los miembros de su familia –Micaela Torres Gutiérrez, María Consuelo Díaz Torres, Magdalena Días Torres y José Armando Díaz Torres— así como a favor de Reynaldo Gómez Martínez, Mario Torres, Ricardo Martínez Martínez, Mariano Sánchez Montejo y Gilberto Jiménez López, miembros de la organización Kichán Kichañob del estado de Chiapas.  Los beneficiarios alegan que han sido objeto de constantes amenazas y actos de hostigamiento por causa de sus denuncias contra las actividades del grupo paramilitar “Paz y Justicia” en el Municipio de Tila, Chiapas.  En vista de la situación de riesgo para los beneficiarios, la Comisión solicitó al Estado mexicano la adopción de las medidas necesarias para proteger la vida y la integridad física de las personas arriba mencionadas y sus familias e investigar las amenazas en su contra.  El Estado y los beneficiarios han informado sobre los acuerdos alcanzados en materia de medidas de protección.  La Comisión continúa dando seguimiento a la situación de las personas protegidas. Ver en: �HYPERLINK "http://www.cidh.org/medidas/2004.sp.htm"�CIDH, Medidas Cautelares 2004.�


� En particular, refiere que en abril de 2000 fue creada la Unidad Especializada para la Atención de Delitos cometidos por Probables Grupos Civiles Armados para investigar las denuncias sobre ilícitos cometidos por integrantes de la mencionada organización. Afirma que esta Unidad Especializada realizó los siguientes tres operativos: (i) el 27 de octubre de 2000 detuvo a 11 integrantes de la Unión de Comunidades Indígenas, Agropecuarias y Forestales Choles, Tzeltales y Tzotziles A.C. (UCIAF) –conformada por un grupo escindido de “Desarrollo, Paz y Justicia”– bajo el cargo de portación de arma prohibida durante una acción realizada en el predio El Paraíso, Municipio de Yajalón; (ii) el 15 de febrero de 2002 detuvo a Diego Vásquez Pérez, líder del grupo, bajo cargos de privación ilegal de la libertad y lesiones en agravio de Pedro Jiménez López; y (iii) el 13 de septiembre de 2002 detuvo a Sabelino Torres Martínez y otros 26 miembros de “Paz y Justicia” bajo los cargos de robo con violencia, privación ilegal de la libertad, portación de arma de fuego prohibida, lesiones, daños y asociación delictuosa.


� CIDH, Informe Nº 25/04, Caso 12.361, Ana Victoria Sánchez Villalobos y otros (Costa Rica), 11 de marzo de 2004, párrafo 45; Informe N° 50/04, Petición 12.056, Gabriel Oscar Jenkins (Argentina), 13 de octubre de 2004, párrafo 50; Informe Nº 20/05, Petición 714/00, Rafael Correa Díaz (Perú), 25 de febrero de 2005, párrafo 32.


� Cf. Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 7 de junio de 2003, párrafo 112; Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Repara- ciones y Costas. Sentencia del 12 de agosto de 2008, párrafo 115; y Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 27 de noviembre de 2008, párrafo 157. 


� CIDH. Informe Nº 65/05, Petición 777-01, Rosendo Radilla Pacheco (México), 12 de octubre de 2005, párrafo 20; Informe Nº 75/07, Petición 12.322, Antonio González Méndez (México), 15 de octubre de 2007, párrafo 45.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.





[image: image1.jpg]